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ACTA DE REGISTRO DE AUDIENCIA DE  

PROLONGACIÓN DE PRISIÓN PREVENTIVA 
 

Datos del Juzgado 

Juzgado Cuarto Juzgado de Investigación Preparatoria Nacional 

Juez  Eiser Alexander Jimenez Coronel  

Esp. de Juzgado Kiara Ivonne Panaifo Alegria  
Datos del expediente 

Incidente Nro. 00528-2023-47-5001-JR-PE-04 
Investigado Stefano Nicolas Robles Reynoso  
Delito Extorsión 
Agraviado Martín Alfredo Arteta Díaz 

Datos de la audiencia 
Esp. de Audiencia Basilio Michael Chirinos Perea 
Registro Audio y video (Art. 26 del Reglamento de audiencias) 

 
I. INTRODUCCIÓN 
 

Hora: 14:35 horas. 
Fecha: 28 de agosto de 2026  
Plataforma: Google Meet. 

 
Se procede a la grabación en audio y video según el Art. VII del Título preliminar del 
Reglamento del Nuevo Despacho Judicial del Módulo Penal Corporativo de las Cortes 
Superiores de Justicia de la República.  
 

II. ACREDITACIÓN DE LOS SUJETOS PROCESALES 
 

1. MINISTERIO PÚBLICO: DRA. ANDREA DAYSI HUIZA CHAUCA , Fiscal 
Adjunta Provincial del Segundo Despacho de la Segunda Fiscalía Provincial Penal 
Corporativa de Lima Norte, con domicilio procesal en calle Faustino Maldonado N° 
253 - Los Olivos, con casilla electrónica 226335, correo electrónico institucional 
ahuizac@mpfn.gob.pe, teléfono celular N° 951622530. 
 

2. DEFENSA TÉCNICA DE STEFANO NICOLAS ROBLES REYNOSO: DR. 
YEFRY HENRY TOVAR CARRASCO , registro CAL N° 85021, casilla SINOE 
133764, celular N° de celular: 963770495 y casilla electrónica No 133764, correo 
electrónico tovaryefry494@gmail.com. 

 
 

III. INCIDENCIAS E INSTALACIÓN DE AUDIENCIA  
 

(PRIMER VIDEO) 
 

00:01:45 JUEZ: Pregunta si se encuentra conectado el imputado. 
 
00:01:46 Especialista de Audiencia: Señala que no, pero se pondrá en contacto con el 

establecimiento penitenciario (integro en audio y video). 
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00:02:10 JUEZ: Pregunta si hay escritos pendientes de dar cuenta. 
 
00:02:15 Especialista de Audiencia: Señala que hay 5 escritos pendientes de dar cuenta, 

siendo los siguientes: 
 

1. Escrito N° 35463-2026, ingresado con fecha 27-08-2026, presentado por el 
representante del Ministerio Público, con sumilla: “Se pone en conocimiento 
todo lo realizado por la Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa en Lima 
Norte”. 
 

2. Escrito N° 35629-2026, ingresado con fecha 28-08-2026, presentado por la 
defensa técnica del imputado, con sumilla: “Presento arraigos domiciliario, 
familiar y laboral”. 

 
3. Escrito N° 35634-2026, ingresado con fecha 28-08-2026, presentado por el 

representante del Ministerio Público, con sumilla: “Integra requerimiento de 
prolongación de prisión preventiva en el extremo de los graves y fundados 
elementos de convicción”. 

 
4. Escrito N° 35680-2026, ingresado con fecha 28-08-2026, presentado por la 

defensa técnica del imputado, con sumilla: “Designa defensa conjunta y señala 
domicilio”. 

 
5. Escrito N° 35717-2026, ingresado con fecha 28-08-2026, presentado por el 

representante del Ministerio Público, con sumilla: “Para conocimiento la 
resolución de auto de apelación de prisión preventiva”. 

 
00:03:40 JUEZ: Pregunta si los escritos han sido corridos traslado a las partes. 
 
00:03:45 Especialista de Audiencia: Señala que han sido remitidos a los correos 

electrónicos. 
 

- Las partes señalan su conformidad con la recepción de la documentación. 
 
00:04:30 JUEZ: Señala que los escritos N° 35463-2026, N° 35629-2026, N° 35634-2026 y 

N° 35680-2026, téngase presente y el escrito N° 35717-2026, se pregunta a las 
partes si hay alguna oposición para instalar la audiencia. 

 
- Las partes señalan que ninguna oposición. 

 
00:05:29 JUEZ: Indica que, no habiendo oposición, declara instalada la presente sesión de 

audiencia y concede el uso de la palabra, para que oralice su requerimiento de 
prolongación de prisión preventiva. 

 
00:07:23 FISCAL: Procede a oralizar su requerimiento, solicitando prorroga de la prisión 

preventiva, por el plazo de 9 meses contra Stefano Nicolas Robles Reynoso, por el 
delito contra el patrimonio en la modalidad de extorsión agravada, previstas y 
sancionada en el artículo 200 numeral 1, 6 y 9 del Código Penal, en agravio del 
occiso Martín Alfredo Arteta Díaz; asimismo, delimita la imputación del imputado 
como miembro de la organización criminal “Los injertos del cono norte”. Por otro 
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lado, refiere los graves y fundados elementos de convicción. Finalmente, señala que 
supera los juicios de idoneidad, necesidad y proporcional, motivo por el cual 
solicita se declare fundado el requerimiento fiscal (integro en audio y video). 

 
00:23:30 JUEZ: Concede el uso de la palabra a la defensa técnica. 
 
00:23:33 D.T. YEFRY TOVAR: Solicita se declare infundado el requerimiento de 

prolongación de prisión preventiva, por la inexistencia de la especial dificultad y la 
negligencia de la fiscalía (integro en audio y video). 

 
00:44:49 JUEZ: Concede el uso de la palabra a la representante del Ministerio Público para 

el derecho a réplica. 
 
00:44:55 FISCAL: Señala que la demora que indica la defensa, se debe a la 

individualización de las actividades que se han realizado, posterior a la acumulación 
y que el juzgado de investigación preparatoria se inhibió y solicitó la remisión de 
los actuados a la judicatura (integro en audio y video). 

 
00:47:27 JUEZ: Concede el uso de la palabra a la defensa técnica, para el derecho a duplica. 
 
00:23:33 D.T. YEFRY TOVAR: Señala que no podemos sostener que lo que menciona la 

fiscalía, que por la acumulación de la carpeta, no se puede hacer diligencias, 
debiendo hacerlo dentro de los plazos (integro en audio y video). 

 
00:49:27 JUEZ: Procede a realizar preguntas a la defensa técnica, si respecto a lo que ha 

señalado, ha sido presentado o adjuntado en su escrito, entre otras preguntas. 
 
00:49:50 D.T. YEFRY TOVAR: Señala que no, y que todo se encuentra en la carpeta fiscal 

y responde las demás preguntas realizadas (integro en audio y video). 
 
00:55:00 JUEZ: Pregunta al Ministerio Público si tiene algo más que agregar. 
 
00:44:55 FISCAL: Indica que antes del escrito que presentó y que posteriormente se llevo a 

cabo la acumulación y derivación por el juzgado de investigación preparatoria, ha 
venido realizando las diligencias, incluso remitió a el aparato celular, así como el 
CPU y los chips que se encontraron en el momento de la detención preliminar 
(integro en audio y video). 

 
00:58:20 JUEZ: Pregunta a la defensa si tiene algo más que agregar. 
 
00:58:25 D.T. YEFRY TOVAR: Señala que ha reforzado lo que en el momento de la prisión 

se presentó, y conforme indica el Ministerio Público, no son competentes para 
realizar diligencias, pero si son competentes para solicitar la prolongación (integro 
en audio y video). 

 
00:59:55 JUEZ: Suspende la sesión de audiencia para las 6 de la tarde. 
 
 
(SEGUNDO VIDEO) 
 
00:00:55 JUEZ: Procede a emitir la siguiente resolución. 
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AUTO DE PROLONGACIÓN 
DE PRISIÓN PREVENTIVA 

 
RESOLUCIÓN N° 4 
Lima, 28 de agosto    
Del año dos mil veintiséis. -  

AUTOS, VISTOS Y OÍDOS; en audiencia, el requerimiento de prolongación de prisión 
preventiva, solicitado por la fiscal provincial de la Segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa de 
Lima Norte, en la investigación preparatoria que se le sigue a Stefano Nicolás Robles Reynoso y 
otros, por la presunta comisión del delito de extorsión agravada; y, 
 
CONSIDERANDO PRIMERO: ARGUMENTO DE LAS PARTES. 
 
1.1 SOBRE LAS ALEGACIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO. 

La representante del Ministerio Público solicitó una prolongación de 9 meses de prisión preventiva, 
contra el imputado Stefano Nicolás Robles Reinoso, por el delito de extorsión agravada previsto en 
el artículo 200°, numerales 1, 6 y 9 del Código Penal, en agravio de Martín Alfredo Arteta Díaz. La 
imputación sostiene que la persona investigada, participó como miembro operativo de la 
organización criminal denominada "Los Injertos del Cono Norte", realizando actos de marcaje, 
vigilancia y verificación de la víctima el 21 de marzo de 2025, simulando una compra en la licorería 
del agraviado y efectuando un pago mediante el aplicativo YAPE para facilitar un ataque armado. 
 
Asimismo, sostiene la subsistencia de graves y fundados elementos de convicción mediante diversos 
documentos, incluyendo la ocurrencia de calle del 21 de marzo de 2025, el acta de levantamiento de 
cadáver, informes de necropsia médico legal 881-2025, y resultados de la visualización y 
transcripción de material audiovisual en memoria Universal Serial Bus (USB) y teléfonos celulares. 
Asimismo, se mencionaron declaraciones testimoniales, entre ellas la de Martín Alejandro Arteta 
Gómez y Greta Valdivieso, así como actas de registros personal, vehicular y domiciliario realizadas 
el 2 de febrero de 2026. 
 
En cuanto a la especial dificultad, el representante del Ministerio Público sustenta la prolongación, 
basándose en el artículo 274° del Código Procesal Penal y el Acuerdo Plenario 1-2017, señalando la 
existencia de una "dificultad especial" derivada de una incidencia competencial sobreviniente. Se 
detalló que el 24 de julio de 2026, el Sexto Juzgado de Investigación Preparatoria resolvió inhibirse 
del conocimiento de la presente causas y dispuso la remisión del expediente 374-2026-5-0901-JR-
PE-06. 
 
Seguidamente, el 11 de agosto de 2026, el órgano jurisdiccional de origen ordenó la acumulación del 
expediente 00374-2026 al 00528-2023, generando una reordenación procesal que requirió trámites 
adicionales de remisión y abocamiento jurisdiccional antes de que el despacho especializado pudiera 
asumir formalmente la investigación. 
 
Aunado a lo anterior, refiere que en el fundamento 16 del Acuerdo Plenario 1-2017 se precisa que la 
especial dificultad implica incidencias que durante el curso del proceso tengan injerencia sobre la 
ordenación y concreción del trámite procesal. 
 
En cuanto a la posibilidad de que el imputado pueda sustraerse a la acción de la justicia, refiere que 
no se advierte circunstancias nuevas que permitan enervar el peligro de fuga del imputado. Es así, 
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que, refiere que las circunstancias que motivaron de manera primigenia la imposición de la medida, 
se debieron a una insuficiencia de los arraigos, familiar y laboral, la cual fue confirmada 
posteriormente por la resolución de Sala Superior Penal. 
 
Argumentó que la prolongación solicitada es constitucionalmente legítima, proporcional y necesaria, 
ya que no existe una medida menos gravosa que permita neutralizar los riesgos procesales de fuga y 
obstaculización. Además, señala que las alternativas como la comparecencia simple o con 
restricciones, y la detención domiciliaria, resultan insuficientes. 
 
Finalmente, en la réplica manifestó que la demora se debe a cuestiones de ordenación y concreción 
del trámite procesal. Además, los elementos que presenta la fiscalía son exactamente los mismos que 
se presentaron en un primer momento, y respecto de los cuales se determinó que no tenían la 
suficiencia necesaria para enervar el peligro de fuga. 

 
1.2 SOBRE LAS ALEGACIONES DE LA DEFENSA.  

En principio, la defensa solicita se declare infundado el requerimiento de prolongación de prisión 
preventiva, sosteniendo en cuanto al primer presupuesto, en síntesis, señala que no concurre en el 
presente caso el presupuesto de especial dificultad procesal exigido por el artículo 274° del Código 
Procesal Penal, y por el Acuerdo Plenario Extraordinario Nº 1-2017. Sostuvo que la demora 
advertida en la investigación no obedece a circunstancias extraordinarias ni sobrevinientes, sino a 
una presunta inactividad del Ministerio Público, la que no puede ser trasladada en perjuicio de la 
libertad personal del imputado. 
 
Asimismo, afirmó que la Fiscalía no habría concretado diligencias relevantes pese a tener en su 
poder los dispositivos incautados, especialmente la visualización y extracción de la información 
contenida en ellos, tampoco habría precisado de manera específica cuáles fueron los obstáculos que 
impedirían su actuación. En esa línea, alegó la existencia de extensos períodos de inactividad fiscal, 
denominados “tiempos muertos”, que descartarían la concurrencia de una circunstancia objetiva que 
justifique la prolongación de la medida coercitiva. 
 
En cuanto al segundo presupuesto, manifestó que el investigado cuenta con arraigos suficientes, 
capaces de neutralizar el peligro de fuga. En ese sentido, referente en relación al arraigo 
domiciliario, que el imputado cuenta con residencia fija, permanente e ininterrumpida desde su 
nacimiento en el Pasaje Nicolás de Piérola Nº 125, Primera Zona de Collique – Comas, dicho 
inmueble es de propiedad exclusiva de su abuela materna, Irene Lara Cruz (hecho acreditado con la 
respectiva partida registral), se anexaron fotos de la habitación ocupada por el investigado, además 
presentó una declaración jurada notarial de la propietaria y recibos de servicios de agua y luz que, si 
bien figuran a nombre del cónyuge fallecido de la abuela, demuestran la habitabilidad y continuidad 
del domicilio familiar. 
 
Correspondiente al arraigo familiar, sostiene que la abuela del imputado, al ser una adulta mayor, 
depende económicamente del sustento que este le proveía de manera mensual, por la suma de 300.00 
soles en efectivo para cubrir servicios básicos y alimentación, compromiso corroborado mediante 
declaración jurada ante notario debido a la brecha tecnológica de la beneficiaria.  
 
Referente al arraigo laboral, se presenta un contrato de trabajo formal vigente (pendiente de 
legalización por razones de tiempo), respaldado por fotografías del empleador mostrando su DNI y 
su ficha RUC ante la SUNAT. Complementariamente, se documentó su desempeño previo como 
repartidor (delivery) para la juguería de postres "Muñequita de Sal", donde percibía un promedio 
diario de 40.00 soles conduciendo una motocicleta alquilada. 
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Por consiguiente, se adjunta la constancia de inscripción y admisión vigente del procesado en el 
Servicio Nacional de Adiestramiento en Trabajo Industrial (SENATI) para realizar estudios técnicos 
de manera virtual, así como la reserva de matrícula en la Universidad Privada del Norte (UPN). 
 
Seguidamente, la defensa técnica concluye que, al haberse desvanecido los riesgos procesales y 
constatado la negligencia en el impulso de la investigación por parte de la Fiscalía, la prolongación 
por el plazo de nueve meses resulta desproporcionada y lesiva del derecho fundamental a la libertad 
personal. En consecuencia, solicita que se dicten medidas de comparecencia con restricciones y 
reglas de conducta adecuadas, ofreciéndose además la imposición de una caución económica de 
3,000.00 soles para asegurar el sometimiento del procesado a las etapas subsiguientes del proceso. 
 
Finalmente, en la réplica señala que la fiscal no ha mencionado por qué no se ha realizado la 
diligencia de visualización de equipo vehicular. 
 
CONSIDERANDO SEGUNDO: FUNDAMENTOS DE DERECHO. 
 
La prisión preventiva es una medida coercitiva de carácter personal válida, su legitimidad está sujeta 
a la verificación de presupuesto formales y materiales, los mismos que deben ser verificados y 
tomados en cuenta por el juez al momento de dictarla; dichos presupuestos los encontramos 
taxativamente previstos en el artículo 268° del CPP1. 
 
Por su parte, la prolongación del plazo de prisión preventiva se encuentra prevista en el artículo 274° 
del CPP, el cual prescribe lo siguiente: 

 

“Artículo 274. Prolongación de la prisión preventiva 
1. Cuando concurran circunstancias que importen una especial dificultad o prolongación 
de la investigación o del proceso y que el imputado pudiera sustraerse a la acción de la 
justicia u obstaculizar la actividad probatoria, el plazo de la prisión preventiva podrá 
prolongarse: 
a) Para los procesos comunes hasta por nueve (9) meses adicionales. 
b) Para los procesos complejos hasta dieciocho (18) meses adicionales. 
c) Para los procesos de criminalidad organizada hasta doce (12) meses adicionales 
En todos los casos, el fiscal debe solicitarla al juez antes de su vencimiento. 

 
Es así que, el artículo 274° del CPP establece que para evaluar la prolongación de la prisión 
preventiva se debe verificar que concurran: (i) circunstancias que importen una especial dificultad o 
prolongación de la investigación o del proceso; y, (ii) la subsistencia del peligro de fuga o de 
obstaculización de la actividad probatoria2. 
 
En cuanto al primer presupuesto que importa la concurrencia de circunstancias que importen una 
especial dificultad o prolongación de la investigación o del proceso, el Acuerdo Plenario 
Extraordinario N° 1-2017 precisa en el fundamento jurídico 16 que significa lo siguiente: “La 
continuación de la causa, sin riesgos derivados del periculum liberatis (disponibilidad del imputado 
a los fines del proceso y tutela de la actividad de esclarecimiento), entra en crisis cuando en el 
curso del procedimiento se presentan sucesos, incidencias, eventualidades, escenarios o 
inconvenientes que obstaculicen o enreden seriamente la actuación normal de determinados actos 

 
1 Vid. la Resolución Nro. 7, del 27 de diciembre de 2024, emitida por el Juzgado Supremo de 
Investigación Preparatoria. 
2 En esa misma línea, la Apelación Nro. 25-2025/Suprema, f. j. tercero, de fecha 10 de febrero de 2025. 
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de investigación o de prueba u otro acto procesal, y que, por consiguiente, impiden conseguir o 
ejecutar en el tiempo previsto dichos actos de aportación de hechos o de ordenación y concreción 
del trámite procesal.” 
 
En cuanto al segundo presupuesto, el mencionado acuerdo plenario en el fundamento jurídico 19 
señala lo siguiente en cuanto al segundo presupuesto: “En orden al periculum libertatis, que 
descansa en los peligros de fuga y de obstaculización de la actividad probatoria, es de tener en 
cuenta que en este momento del procedimiento penal, cuando están por transcurrir los plazos 
ordinarios de la medida de prisión preventiva (nueve meses, dieciocho meses y treinta y seis meses), 
los criterios concurrentes más relevantes para sustentarlos, antes que el de la pena concreta 
prevista -dato objetivo muy relevante al principio-, siempre presente, son tanto los de las 
circunstancias personales del imputado (arraigo familiares, profesional y social, conexiones en 
otros países, medios económicos de los que dispone, carácter y moralidad del imputado, etcétera) 
como las circunstancias del caso concreto: apreciables de forma concreta (no inferido sin atención 
a su real existencia), individualizada y, luego, combinadamente, para afirmar la subsistencia del 
riesgo procesal-, mientras que el referido al estado del procedimiento, como pauta de referencia, 
siempre es ambivalente y no es de recibo asumirlo exclusivamente. Esas mismas pautas las siguió la 
STC 54-2007-HC/TC.”. 
 
CONSIDERANDO TERCERO: ANÁLISIS CONCRETO DEL CASO. 
 
En el caso que nos ocupa, corresponde velar por el cumplimiento de los presupuestos para la 
concesión de una medida como la solicitada; así tenemos que el artículo 274 exige: i) que existan 
circunstancias que importen una especial dificultad o prolongación de la investigación o del 
proceso; y, ii) la subsistencia del peligro de fuga o de obstaculización de la actividad probatoria. 
 
Ahora bien, durante la audiencia no se cuestionó el presupuesto de sospecha grave de la comisión 
del delito de extorsión agravada que se le imputa al investigado, que sustentó el dictado de la prisión 
preventiva, mediante Resolución N° 2 del 10 de febrero de 2026, emitido por el Sexto Juzgado de 
Investigación Preparatoria de la Independencia – Sede Central, (Expediente N° 374-2026-5-0901-
JR-PE-06) y confirmado por auto de vista, del 4 de marzo de 2026, emitido por la Cuarta Sala Penal 
de Apelaciones. 
 
En ese contexto, realizando un análisis de fondo, corresponde verificar el cumplimiento de los 
presupuestos exigidos por la norma, conforme se detalla a continuación: 

 

3.1. En cuanto al primer presupuesto: sobre la concurrencia de circunstancias que importen 
una especial dificultad o prolongación de la investigación o del proceso 

 
 
Resulta traer a colación Del trámite de la inhibición3, postulada por el Ministerio Público, ante la 
constatación de una falta de competencia objetiva, la Segunda Fiscalía Provincial Penal de Lima 
Norte formuló formalmente un requerimiento de acumulación e inhibición. A través de este pedido, el 
Ministerio Público solicitó que el juzgado de origen se inhibiera del conocimiento de la causa, por 
incompetencia material y ordenara remitir el Expediente Nº 374-2026 para que sea acumulado al 
Expediente Nº 528-2023, a cargo del suscrito. 
 

 
3 Conforme al escrito de ingreso N° 35463-2026. 
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Seguidamente, el Sexto Juzgado de Investigación Preparatoria emitió la Resolución Nº 07, mediante 
la cual declaró fundado el requerimiento de acumulación de la Fiscalía, decretando formalmente su 
inhibición por incompetencia material para continuar conociendo la investigación principal, y 
ordenando remitir físicamente todos los actuados e incidentes al juzgado nacional competente. 
 
Posteriormente, el 31 de julio de 2026, la Coordinación Nacional de las Fiscalías Especializadas 
(FECCO) advirtió que el despacho fiscal nacional no podía recibir formalmente la carpeta acumulada, 
hasta que el juzgado nacional especializado emitiera una resolución formal de avocamiento. 
Adicionalmente, el expediente judicial físico fue devuelto en tres oportunidades (los días 10, 12 y 14 
de agosto de 2026) debido a observaciones administrativas de foliación y conformación de los 
cuadernos. 
 
Es así que, al no resolverse el avocamiento del conocimiento del proceso por la Corte Superior 
Nacional, y que la medida coercitiva de prisión preventiva estaba próxima a vencer el 1 de septiembre 
del año en curso, la Fiscalía de Lima Norte se vio obligada a presentar el requerimiento de 
prolongación de la prisión preventiva, por el plazo de nueve (9) meses el 19 de agosto de 2026 ante el 
juzgado de origen. No obstante, mediante la Resolución Nº 01, del 20 de agosto de 2026, el Sexto 
Juzgado de Investigación Preparatoria de Independencia determinó que, al haber perdido competencia 
material tras su inhibición, no le correspondía resolver el requerimiento de libertad, por lo que ordenó 
remitir de urgencia el incidente de prolongación a la jurisdicción nacional. El cuaderno ingresó el 
mismo día a la Mesa de Partes de la Corte Superior Nacional de Justicia Penal Especializada, siendo 
derivado al Cuarto Juzgado de Investigación Preparatoria Nacional bajo el Expediente N.º 00528-
2023-47-5001-JR-PE-04, donde se programó la audiencia presencial urgente para el 28 de agosto de 
2026. 
 
Al respecto, reviste especial relevancia el acuerdo plenario N° 1-2017, en donde en el fundamento 
jurídico 16, se establece que la especial dificultad significa la presencia de incidencias que influyen 
sobre el curso natural del procedimiento, y que, por consiguiente, impiden conseguir o ejecutar en el 
tiempo previsto dichos actos de aportación de hechos o de ordenación y concreción del trámite 
procesal.  
 
Por ende, no le falta razón a la representante del Ministerio Público, cuando señala que se presentaron 
causas sobrevinientes ajenas a su voluntad que han impedido continuar con el procedimiento normal 
de la presente causa. 
 
Aunado a ello, debe tenerse en cuenta que lo está pendiente la acumulación de la presente causa. Es 
decir, se presenta una especial dificultad o la prolongación del proceso -en específico parte de la 
investigación preparatoria, etapa intermedia y un eventual juicio oral-, toda vez que si bien es cierto 
el Expediente N°. 378-2026-3 tiene un solo hecho en donde se investiga a Stefano Nicolas Robles 
Reynoso y Erick Moreno Hernández, el Expediente N° 528-2023-47 contiene una pluralidad de 
hechos e investigados. Por lo que, resulta razonable concluir que ameritará el análisis de una nutrida 
documentación. Similar análisis ameritó la Apelación 25-2025/Suprema, en donde pese a que ya 
había concluido la investigación preparatoria se concluyó que tantos medios de prueba en una causa 
con planteamientos fácticos y jurídicos de honda significación para su debido esclarecimiento permite 
sostener que, agotados los procedimientos de investigación preparatoria e intermedia, el 
procedimiento principal -juicio oral-, se prolongará o extenderá en el tiempo más allá de las causas 
comunes o de duración regulares. 
 
En consecuencia, a criterio del suscrito, debido a que se han presentado circunstancias que han tenido 
incidencia en la ordenación regular del trámite procesal (inhibición), así como la eventual 
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prolongación de la duración del proceso por la pluralidad de imputados y hechos, se da por acreditado 
el primer presupuesto. 
 
3.2. En cuanto al segundo presupuesto: posibilidad de sustraerse a la acción de la justicia u 

obstaculizar la actividad probatoria 
 
Con relación a que el investigado Stefano Nicolas Robles Reynoso, pueda sustraerse de la acción de 
la justicia u obstaculizar la actividad probatoria, debe mencionarse que mediante Resolución N° 2 del 
10 de febrero de 2026, respecto al peligro de fuga se precisó lo siguiente: 
 

- En cuanto al arraigo domiciliario se menciona que no se evidencia ninguna documentación 
que permita arraigarlo a algún domicilio, pues se ha presentado un recibo de luz a nombre de 
una tercera persona, del cual se desconoce su parentesco con el investigado. Así como una 
declaración jurada suscrita por la persona de Carmen Agustina Reinoso Lara. 
 
Al respecto, se advierte que en el presente caso concurren las mismas circunstancias, toda vez 
que se ha presentado una partida registral, con la cual se corrobora que la propietaria del 
inmueble ubicado en Nicolás de Piérola N° 125, Urbanización Collique Mz L, LOTE 12 en 
Comas, sería la persona de Irene Lara Cruz, quien sería abuela del investigado, así como una 
declaración jurada (notariada) por la misma. Sin embargo, se tratarían de declaraciones 
unilaterales, sin ningún otro dato adicional que permita acreditar que el investigado cuenta 
con un arraigo domiciliario que permita vincularlo al domicilio ubicado en Nicolás de Piérola 
125, Urbanización Collique Mz L, LOTE 12, Comas. 

 
- En cuanto al arraigo laboral, el juzgado señaló que la defensa acreditó la realización de 

determinadas actividades compatibles con el delivery, pero no acreditó objetivamente que 
estas constituyan una actividad laboral estable y suficientemente vinculante del investigado. 
Las capturas de pantalla y pagos por PLIN no permiten verificar fechas ni continuidad; 
además, no pudieron ser corroborados mediante el teléfono celular. La declaración jurada de 
quien afirma supervisarlo tampoco acredita adecuadamente la existencia de una relación 
laboral, pues no se ha establecido quién es el empleador, cuál es su actividad económica ni su 
vínculo con el investigado. Por ello, no existe una vinculación laboral de suficiente 
intensidad o calidad que permita considerar que el investigado permanecerá sujeto al proceso. 
 
Al respecto, debe mencionarse que dichas circunstancias no han variado, toda vez que se ha 
adjuntado un contrato de trabajo y declaración jurada que pretendería corroborar su 
experiencia como delivery, de fecha 13 de febrero de 2026, así como otra declaración jurada 
de arrendamiento de vehículo de fecha 12 de febrero de 2026. Sin embargo, dichos 
documentos fueron elaborados con fecha posterior a su detención, es decir, se trata de 
documentos de carácter unilateral que no tienen fecha cierta y que no enervan el peligro de 
fuga, toda vez que, no se advierte un vínculo laboral que permita garantizar su presencia 
durante el transcurso del proceso. Cabe resaltar, que, el contrato laboral con la empresa 
Carlei Telecomunicaciones SAC, se trata de un documento presentado en copia simple, el 
cual no permite corroborar que efectivamente se trate de una relación laboral que vaya a 
enervar el peligro de fuga. 
 

- Concerniente al arraigo familiar se señala que la defensa alegó que el investigado convivía 
con su madre y su abuela, sustentando dicha afirmación principalmente en una declaración 
jurada de domicilio suscrita por su hermana. Sin embargo, el juzgado considera que dicho 
documento únicamente acredita la referencia a una convivencia familiar, mas no la calidad e 
intensidad del vínculo necesaria para determinar que tales relaciones constituyan un arraigo 
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capaz de asegurar la sujeción del investigado al proceso. En efecto, no se ha presentado 
documentación objetiva que permita establecer una situación de dependencia, obligaciones 
familiares o una vinculación particularmente intensa con su madre, abuela, hermana y demás 
personas con quienes se señala que convive. En tal sentido, la sola existencia de vínculos 
familiares o la convivencia en un mismo inmueble no resulta suficiente para configurar un 
arraigo familiar de calidad, máxime si no se ha acreditado que dichas relaciones constituyan 
un factor concreto que asegure su permanencia en el lugar. 
 
No obstante, debe mencionarse que dicha situación no ha variado, toda vez que la defensa 
técnica ha adjuntado una declaración jurada, en donde la abuela del investigado señala que 
recibía un auxilio para la canasta familiar por parte de su nieto. Sin embargo, conforme 
hemos venido sosteniendo anteriormente, se trata de una declaración unilateral, la cual no ha 
sido corroborado con ningún otro elemento que permita inferir la situación de dependencia, 
es decir, se advierte que tampoco concurre el arraigo familiar. 

 
En consecuencia, advirtiendo que persisten los motivos por los que en un primer momento de dicto la 
prisión preventiva, y que no se ha acreditado de manera objetiva la presencia de arraigos, teniendo en 
cuenta la gravedad de los hechos y la pena probable, corresponde dar por acreditado el segundo 
presupuesto material.  
 
CONSIDERANDO CUARTO: EN CUANTO AL PLAZO DE LA PROLO NGACIÓN DE 
PRISIÓN PREVENTIVA. 
 
Finalmente, en cuanto al plazo solicitado, se advierte que en un primer momento en el considerando 
décimo de la Resolución N° 2 emitida por juzgado de origen, se señaló que se tenían pendientes de 
realizar declaraciones de testigos, medidas limitativas de derechos, extracción de información 
forense digital. Sin embargo, no se tomó en cuenta el plazo de la etapa intermedia y el eventual 
juicio oral. 
 
En ese sentido, atendiendo a que la medida de coerción de prisión preventiva tiene como finalidad 
garantizar la presencia del imputado durante el proceso y que se está pendiente de determinar la 
eventual acumulación, la cual implicará la evaluación de una gran cantidad de medios de prueba, 
toda vez que en el presente expediente se viene investigando a una presunta organización criminal, 
corresponde prolongar los 9 meses del plazo de prisión preventiva. Esto último, sin perjuicio de que, 
ante una eventual desestimación de la acumulación, la defensa técnica haga uso de los mecanismos 
procesales que le habilita el CPP para procurar el cese de la medida. 
  
CONSIDERANDO QUINTO:  APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD. 
 
Asimismo, este Despacho sostiene que la medida de prolongación de prisión preventiva del 
investigado por el plazo de 9 meses adicionales, cumpliría con el test de proporcionalidad, desde que 
se trataría de: 
 

- Una medida idónea que servirá para asegurar la presencia del investigado para los fines de la 
decisión final, de cara a la obtención de la decisión de fondo que establezca su situación 
jurídica. 

 
- Constituye una medida necesaria, en vista que: i) El peligro procesal inicial ya establecido 

para dicho investigado no habría variado, siendo probable que en libertad puedan eludir la 
acción de la justicia u obstaculizar la actividad probatoria; ii) En efecto, recurrir a una 
medida menos gravosa pondría en serio riesgo la eficacia de la decisión definitiva, en vista 
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que es probable que los órganos de prueba puedan ser objeto de influencia por parte de este; 
iii) Dicha situación de amenaza no solo estaría presente en la investigación preparatoria, 
sino también podría presentarse de cara al juicio oral, verdadera etapa estelar del proceso 
penal. 

 
- La prolongación de la prisión preventiva de dicho investigado por nueve meses adicionales, 

constituye una medida proporcional en estricto sentido, en vista que la afectación de la 
libertad personal del investigado, sobre quien recae cargos graves cometidos con pluralidad 
de personas y reprimido con penas severas, se encontraría justificada a fin de asegurar el 
éxito del proceso, de cara a la decisión final, para así cautelar el debido proceso, 
encaminado al aseguramiento de las 

 
En consecuencia, advirtiéndose la concurrencia de sospecha fuerte, la especial dificultad o 
prolongación de la investigación o del proceso, subsistencia del peligro de fuga, la idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad de la medida; y, habiéndose cumplido con los requisitos exigidos por 
la norma, corresponde amparar el pedido de prolongación del plazo de prisión preventiva en todos 
sus extremos. 
 

DECISIÓN 
 
Por estas consideraciones, de conformidad con las normas constitucionales y dispositivos legales 
señalados, el señor juez a cargo del Cuarto Juzgado de Investigación Preparatoria Nacional; 
RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR FUNDADO  el requerimiento del PROLONGACIÓN DE PRISIÓN 
PREVENTIVA,  formulado por la fiscal provincial de la Segunda Fiscalía Provincial Penal 
Corporativa de Lima Norte en el proceso seguido al investigado Stefano Nicolas Robles Reynoso, en 
calidad de autor del delito contra el patrimonio del delito de extorsión agravada, previsto y 
sancionado en el artículo 200 del Código Penal, en agravio del Estado. 
 
SEGUNDO: DISPONER nueve (09) meses el plazo de prolongación de prisión preventiva para el 
investigado Stefano Nicolas Robles Reynoso, dictado mediante la Resolución N° 2 de fecha 10 de 
febrero de 2026, por Sexto Juzgado de Investigación Preparatoria de Independencia – Sede Central, 
plazo que se computará desde el 2 de setiembre de 2026 hasta el 1 de junio de 2027. 
 
TERCERO: CURSESE los oficios al Instituto Nacional Penitenciario, a fin que proceda al registro 
del plazo de prolongación de prisión preventiva del imputado por NUEVE MESES ADICIONALES. 
 
CUARTO:  NOTIFÍQUESE  CON ARREGLO A LEY. 
 

 
 

NOTIFICACIÓN:  
 
MINISTERIO PÚBLICO : Conforme. 
DEFENSA TÉCNICA :  Interpone recurso de apelación y solicita la remisión del audio y 

video para presentar mi recurso y el plazo corre desde el momento de 
notificación. 

 
JUEZ: Téngase por presentado el recurso de apelación, se le brinda el plazo correspondiente para su 
fundamentación. 
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IV. CONCLUSIÓN:  

Siendo las 19:35 horas del día de la fecha, se dio por concluida la presente audiencia y por cerrada la 
grabación de audio y video, procediendo a firmar el acta el Juez y el Especialista Judicial de Audiencias 
encargado de su redacción, como lo dispone el artículo 121º del Código Procesal Penal. De lo que doy fe. 
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